	Fecha
	24 de julio de 1978
	Sesión número
	44

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JOSÉ RAMÓN ÁLVAREZ VARGAS

	Recurrido: DIRECTOR GENERAL DE LA GUARDIA CIVIL Y CONTRA ALCIDES BRENES ARIAS

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que en la Alcaldía Sexta Civil de San José se tramitó un juicio de desahucio establecido por el señor Brenes Arias contra Francisco Álvarez Vargas, y en ese juicio fue confirmado el lanzamiento y se ordenó desalojar al demandado. Que tanto Alcides como el Director de la Guardia Civil, tratan de hacer efectiva esa orden contra el exponente, que ocupa el local porque compró el negocio allí existente, en escritura pública, muchos años antes de que se planteara el juicio de desahucio contra Francisco. 

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que recibió nota en que la Alcaldía Sexta Civil le comunicaba la orden de desalojamiento en juicio de desahucio contra Francisco Álvarez Vargas; el cual no fue posible efectuar porque quien ocupa el local es el señor José Ramón Álvarez Vargas, dueño del “Bar Santa Clara”, contra quien no cabía ejecutar la orden.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Las autoridades de la Guardia Civil se abstuvieron de ejecutar la orden de desalojamiento, al darse cuenta de que el inmueble aparecía ocupado por otra persona, con lo cual dejaron a salvo los derechos que pudieran corresponder a ese ocupante; y es obvio que el sólo hecho de que en principio esas autoridades se presentaran en el negocio con miras a ejecutar aquella orden, no puede considerarse violación o amenaza que justifique el Amparo, pues lo hicieron en cumplimiento de una orden judicial. La Presidencia de la Corte dio trámite al Amparo, en cuanto se dirige contra el señor Director de la Guardia Civil, no así en lo que se refiere al señor Alcides Brenes Arias, pues el Amparo no se otorga contra particulares.


N° 44
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las ocho horas del día veinticuatro de julio de mil novecientos setenta y ocho, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Odio, Retana Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Fernández, Valverde, Villalobos, Zavaleta, Trejos, Porter y Benavides.
Artículo V
En escrito recibido el cinco del corriente mes de julio, el señor José Ramón Álvarez Vargas planteó un recurso de Amparo contra el Director General de la Guardia Civil y contra Alcides Brenes Arias, con base en los siguientes hechos: Que en la Alcaldía Sexta Civil de San José se tramitó un juicio de desahucio establecido por el señor Brenes Arias contra Francisco Álvarez Vargas, y en ese juicio fue confirmado el lanzamiento y se ordenó desalojar al demandado; que así se hizo saber a la Guardia Civil, y en la comunicación respectiva se dijo claramente que el lanzamiento era contra Francisco Alvares Vargas; que, sin embargo, tanto Alcides como el Director de la Guardia Civil, por medio de sus subalternos, tratan de hacer efectiva esa orden contra el exponente; que es cierto que él ocupa el local que se pretende desalojar, pero ello es así porque compró el negocio allí existente, en escritura pública, muchos años antes de que se planteara el juicio de desahucio contra Francisco; y que Alcides y los Guardias Civiles lo inquietan en sus legítimos derechos todos los días, amenazándolo con el lanzamiento, a pesar de que el propio Alcalde ha hecho saber por escrito y personalmente a la Guardia Civil que no ha impartido ninguna orden de lanzamiento en contra suya.

La Presidencia de la Corte dio trámite al Amparo, en cuanto se dirige contra el señor Director de  la Guardia Civil, no así en lo que se refiere al señor Alcides Brenes Arias, pues el Amparo no se otorga contra particulares; y la Corte Plena, en sesión celebrada el diez de julio, artículo VIII, acordó ratificar lo resuelto por la Presidencia, en cuanto dispuso no dar trámite al Amparo contra el señor Brenes Arias.


El señor Director General de la Fuerza Pública, Coronel Ramón Umaña Arroyo rindió el siguiente informe sobre el recurso interpuesto: Que el anterior Director, señor Oscar Vidal, había recibido un oficio de fecha veintiuno de diciembre del año pasado, en que la Alcaldía Sexta Civil le comunicaba la orden de desalojamiento en juicio de desahucio de Alcides Brenes Arias contra Francisco Álvarez Vargas; que en nota del veintisiete de ese mes se le contestó al señor Alcalde que no fue posible efectuar el desalojamiento porque quien ocupa el local es el señor José Ramón Álvarez Vargas, dueño del “Bar Santa Clara”, según lo manifestó; que en fecha posterior el señor Brenes Arias se presentó en la Dirección de la Guardia Civil, visiblemente disgustado y amenazó incluso con acusar al señor Alcalde y a los Guardias encargados del lanzamiento, ya que, según él, se había hecho caso omiso de un cumplimiento judicial; que entonces le ordenó al señor Sub-Director General de la Fuerza Pública atender el asunto personalmente, y que el señor Sub-Director conversó al efecto con el señor Alcalde, el siete de julio quien le dijo que no cabía ejecutar la orden contra el señor José Ramón Álvarez Vargas.


Junto con un escrito de contestación, el señor Director, Coronel Umaña, envió las notas cruzadas entre el señor Alcalde y la Guardia Civil, con motivo de la orden de desalojamiento, una de ellas fechada el veintitrés de diciembre del año próximo pasado, en que el señor Alcalde aclara que la orden “se dirige contra el mencionado Francisco Álvarez Vargas, únicamente” y otras dos notas en que la Guardia Civil comunica a la Alcaldía que no fue posible llevar a cabo del desalojamiento porque el local está ocupado por José Ramón Álvarez Vargas.

Previa deliberación, se acordó: Declarar sin lugar el Amparo, pues las autoridades de la Guardia Civil se abstuvieron de ejecutar la orden de desalojamiento, al darse cuenta de que el inmueble aparecía ocupado por otra persona, con la cual dejaron a salvo los derechos que pudieran corresponder a ese ocupante; y es obvio que el sólo hecho de que en principio esas autoridades se presentaran en el negocio con miras a ejecutar aquella orden, no puede considerarse violación o amenaza que justifique el Amparo, pues lo hicieron en cumplimiento de una orden judicial que los obligara a actuar de esa manera, de un modo tan legítimo como al comunicar después a la Alcaldía que era otra persona la que ocupaba la propiedad arrendada.  Por todo ello el recurso debe denegarse, sin necesidad de examinar otras cuestiones que podrían ser de importancia definir en un Amparo sobre arrendamiento y en relación a un juicio de desahucio.

